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        Justo Navarro (Granada, 1953) ha publicado en Anagrama las novelas Accidentes íntimos, La casa del padre, El alma del controlador aéreo, F., Finalmusik, El espía, Gran Granada, Petit París y Bologna Boogie, y el ensayo 


        El videojugador. 


         


        José María Pérez Zúñiga (Madrid, 1973) es profesor titular de Derecho en la Universidad de Granada. Entre otras obras, ha publicado novelas, libros de relatos, poemarios y ensayos sobre derecho.  


         


        La carta robada El caso del posfranquismo democrático ¿Cómo se pasó del franquismo a la monarquía parlamentaria en España? No hubo ruptura, sino transición, y este libro analiza las leyes que la facilitaron entre 1969 y 1978 e indaga en las maniobras del régimen desde los años sesenta para dejarlo todo atado y bien atado: una historia que parece haberse convertido en uno de esos secretos de familia de los que es inconveniente hablar.  
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        En una entrevista concedida a El País Semanal, publicada el 13 de septiembre de 2020, Daniel Barenboim le decía al periodista Jesús Ruiz Mantilla que «en España quedan aún muchos franquistas» y sugería que, como Francia e Italia y al contrario que Alemania, España no «ha hecho bien las cuentas con su pasado». No nos parece extraño que el ajuste de cuentas con el pasado no haya sido el mismo en Alemania que en España. Alemania se sometió a un proceso de desnazificación impuesto por los vencedores de la Segunda Guerra Mundial, mientras que en España no hubo proceso de desfranquización tras la desaparición del general Franco. En España los franquistas ganaron la Guerra Civil de 1936. 


        Pero, partiendo de esa realidad contundente, quisiéramos explicarnos la resistencia en los aparatos del régimen constitucional de 1978 a condenar el franquismo. Los parlamentos autonómicos han tardado mucho en hacerlo, el Congreso de los Diputados sigue resistiéndose a condenarlo.1 El 20 de noviembre de 2002 la Comisión Constitucional del Congreso se limitó a lamentar unánimemente, de un modo general, «guerras civiles, pronunciamientos, dictaduras, en suma, regímenes políticos o sistemas basados en la imposición violenta de ideologías o formas de gobierno», y concluyó, sin mencionar a Franco, que «nadie puede sentirse legitimado, como ocurrió en el pasado, para utilizar la violencia con la finalidad de imponer sus convicciones políticas y establecer regímenes totalitarios (...) lo que merece la condena y repulsa de nuestra sociedad democrática».2 


        El largo silencio de los años ochenta del siglo XX no puede ser achacado al amago de golpe de Estado del 20 de febrero de 1981 –un golpe de Estado tan singular que fue transmitido en directo por el periodista deportivo José María García para la SER–, ni siquiera al temor compartido por todas las tendencias políticas a perturbar la serenidad de la sobremesa posfranquista y el espíritu reconciliador de la Transición. La explicación de por qué resulta tan difícil condenar abiertamente el franquismo quizá deba buscarse en que, jurídicamente hablando, el régimen franquista no pertenece del todo al pasado. 


        El tiempo suele difuminar y borrar los orígenes de los sistemas políticos, pero, como apunta Pierre Rosanvallon, la naturaleza de un régimen puede identificarse «con sus condiciones de establecimiento».3 Así que hemos querido remontarnos a la década de 1970, cuando la misma oposición que no concedía legitimidad democrática ni valor de representación a cámaras o instituciones como las Cortes franquistas o el Consejo Nacional del Movimiento les iba a reconocer el poder de legitimar el nuevo sistema político democrático. De ahí la posible contradicción entre defender la ejemplaridad del proceso político español entre 1975 y 1978, la Reforma-Transición, y renegar del régimen que se reformó para mutar en otra cosa. 


        Una reforma implica transformación, pero también continuidad. Se trata, como señala el diccionario, de modificar para mejorar. Y como Carlos Ollero afirmaba ya en 1973, dos años antes de la muerte del general Franco, proponer «la reforma» suponía «disconformidad con parte al menos» del ordenamiento jurídico franquista, pero también implicaba acatamiento, y Ollero concluía que «es precisamente en la medida en que se acata» en la que la reforma –sometida a los procedimientos que preveía el orden vigentetenía fundamento jurídico:4 


        

        Propugnar la «reforma» supone disconformidad con parte al menos de ese ordenamiento, pero también implica el acatarlo; y es precisamente en la medida en que se acata en la que se fundamenta y legitima preconizar su reforma con el procedimiento en él previsto y regulado. 


        

        Y así se llevó a cabo la Reforma de 1975-1978: de acuerdo con lo dispuesto por las leyes franquistas. Como proclamó el catedrático de Derecho Político Torcuato Fernández-Miranda, presidente de las Cortes entre 1975 y 1977, «de la ley a la ley a través de la ley». 
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        Vamos a ir directamente al principio de la historia del régimen democrático de 1978, es decir, no vamos a recorrer etapa por etapa el desarrollo del régimen partiendo del momento presente, como se haría en la narración de una novela de misterio, en la que el investigador trata de dilucidar las causas y las circunstancias de un acontecimiento que sucedió en un pasado próximo o remoto, y del que alguno o algunos tratan de borrar o confundir las huellas. Queremos ir a los comienzos olvidados del vigente Estado de derecho en España, narrar la conversión de un Estado autocrático, centralista y confesional en un Estado democrático, descentralizado y aconfesional. Aunque Pierre Bourdieu diga que «en los comienzos son visibles las cosas oscuras»,5 ni siquiera en los principios del nuevo sistema democrático se dio visibilidad pública, por decirlo así, a la continuidad legal franquismo/democracia, marcada por la presencia de la figura del rey. Quizá, por otra parte, este hecho era más que evidente. 


        Desde una perspectiva formal,6 el origen del régimen político del general Franco fue el nombramiento que los jefes militares sublevados en julio de 1936 efectuaron en su favor como jefe del Gobierno del Estado español por el Decreto 138/1936, de 29 de septiembre, de la Junta de Defensa Nacional, que señalaba en su artículo 1: «En cumplimiento del acuerdo adoptado por la Junta de Defensa Nacional, se nombra Jefe del Gobierno del Estado Español al Excmo. Sr. General de División don Francisco Franco Bahamonde, quien asumirá todos los poderes del nuevo Estado.» El mismo decreto, en su artículo 2, nombraba asimismo a Franco Bahamonde «Generalísimo de las fuerzas nacionales de tierra, mar y aire» y «General Jefe de los Ejércitos de Operaciones». Esta norma, de tan solo cinco artículos, derogaba además «cuantas disposiciones se opongan a este Decreto» (artículo 5). El propio general Franco dictó dos leyes (de 30 de enero de 1938 y de 8 de agosto de 1939) que le atribuían «la suprema potestad de dictar normas jurídicas de carácter general», y que se mantuvieron en vigor hasta el momento de su muerte. 


        Así, estas tres normas (Decreto 138/ 1936, de 29 de septiembre, Ley de 30 de enero de 1938 y Ley de 8 de agosto de 1939) constituyen la base del sistema jurídico de la dictadura, en la que se aprobaron siete «Leyes Fundamentales»7 que, aunque no menoscabaron el poder personal del general Franco, establecieron una organización institucional, ejecutiva y legislativa que hacía posible el funcionamiento del Estado sin la intervención inmediata y directa del dictador, pero que excluía tanto la participación democrática como la garantía de los derechos fundamentales. 


        En virtud de lo dispuesto en la Ley de Sucesión de 1947 (la quinta Ley Fundamental), que declaraba a España como reino (artículo 1) y establecía un Consejo de Regencia (artículo 3), por la Ley de 22 de julio de 1969 fue nombrado sucesor en la Jefatura del Estado, con título de Rey y «al producirse la vacante en la Jefatura del Estado» (artículo primero), don Juan Carlos de Borbón y Borbón. La vacante se produjo con la muerte del general Franco el 20 de noviembre de 1975, y fue cubierta el día 22 en las Cortes Españolas con la proclamación como rey bajo el nombre de don Juan Carlos I del sucesor nombrado por el dictador. 
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        A primeros de julio de 1976 el nuevo jefe del Estado se deshizo del presidente del Gobierno que había heredado del general Franco, Carlos Arias Navarro, y eligió a uno nuevo, Adolfo Suárez González, entonces ministro-secretario general del Movimiento. Tres meses después, el Gobierno de Suárez enviaba a las Cortes un Proyecto de Ley para la Reforma Política. Aprobada la Ley, sería sometida a referéndum el 15 de diciembre de ese mismo año, cumpliendo así todos los requisitos exigidos en las Leyes Fundamentales franquistas, especialmente en la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 1947. La Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política constaba solo de cinco artículos (como el Decreto 138/1936), tres disposiciones transitorias y una disposición final (que define expresamente la nueva norma como «Ley Fundamental», lo que la incardina formalmente en el ordenamiento vigente franquista), y hacía posible la creación de un sistema democrático-constitucional. 


        Si recurriéramos a un esquema espacial para definir el proceso de la Transición, tendríamos un edificio de nueve plantas o estratos: de las ocho Leyes Fundamentales del régimen franquista a la Constitución de 1978. La Ley para la Reforma Política ocuparía el estrato número ocho y sería la base del espacio conclusivo: la Constitución de 1978. La construcción en su conjunto está legitimada por el artículo décimo de la Ley de Sucesión del 26 de julio de 1947, en el que se decía a propósito de las Leyes Fundamentales: «Para derogarlas o modificarlas será necesario, además del acuerdo de las Cortes, el referéndum de la nación.» 


        Pero el proceso que condujo de las Leyes Fundamentales del franquismo a la Constitución de 1978 parece haber sido suprimido de la memoria, recluido en el espacio de lo inconsciente. Es tan obvio que, como pasa con tantas cosas evidentes, es inoportuno hablar de él o recordarlo. La conexión entre la Constitución de 1978 y el régimen jurídico franquista quizá explique que en España se haya hablado más de posfranquismo que de antifranquismo. Si atendemos a la construcción escalonada de las leyes que dan paso a la Constitución de 1978, deberemos partir de un primer peldaño: el nombramiento del general Franco en 1936 como jefe del Estado español. Del papel esencial de Franco en el Estado sirvió como recordatorio el auto del Tribunal Supremo que suspendió en junio de 2019 la exhumación del cadáver de Franco, apelando al «hecho de que fuera jefe del Estado desde el 1 de octubre de 1936 hasta su fallecimiento el 20 de noviembre de 1975». 
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        Desde un punto de vista jurídico, la Constitución española de 27 de diciembre de 1978 es el resultado de un proceso de reforma política que permitió pasar de un sistema dictatorial a otro constitucional sin que se produjera una ruptura o solución de continuidad en la validez del ordenamiento, y manteniendo la restauración de la monarquía decidida por Franco en 1947 y al rey designado por Franco en 1969 para después de su muerte. Como recuerda Pere Ysàs: 


        

        La Transición no puede considerarse un periodo histórico nítidamente separado del franquismo, ya que este no murió con el dictador el 20 de noviembre de 1975; al contrario, la legalidad y las instituciones franquistas quedaron intactas una vez desaparecido el caudillo. 8 


        

        Porque la introducción de un régimen constitucional no se hizo mediante una ruptura jurídica con el ordenamiento anterior: en el proceso de elaboración de la Constitución de 1978, desarrollado bajo la jefatura del Estado de Juan Carlos I, se siguieron las normas establecidas por el régimen político precedente para regular el cambio constitucional. El Gobierno de Adolfo Suárez consideró su proyecto de Ley para la Reforma Política un proyecto de Reforma Constitucional que respondía explícitamente al «propósito de la Corona de que el pueblo español sea el dueño de sus destinos». 


        La palabra «constitución» no aparece en las Leyes Fundamentales, aunque algunos juristas vieran en ellas la Constitución del régimen. En el artículo décimo de la Ley de Sucesión se enumeraban las Leyes Fundamentales vigentes en 1947: «Son Leyes Fundamentales de la nación: el Fuero de los Españoles, el Fuero del Trabajo, la Ley Constitutiva de las Cortes, la presente Ley de Sucesi
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